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INTRODUCCIÓN



Los fondos documentales que la institución de la Corona española denominada Cabildo, Justicia y Regimiento fue preservando a lo largo de su vida, desde su fundación en territorio americano hasta su extinción producida por los acontecimientos independentistas, en Colombia generalmente han pasado a formar parte de los que actualmente se llaman Archivos Históricos de la ciudad donde se instalaba dicho Cabildo, sean los casos del Archivo Histórico de Pasto, el Archivo Histórico de Cartago, el Archivo Histórico de Cali y el Archivo Histórico de Medellín; estos dos últimos utilizados como modelos en este texto. En otras ciudades, el Archivo que actualmente custodia estos fondos documentales adquiere una denominación distinta. Las variables son muchas y suelen estar sometidas a las vicisitudes de su adscripción institucional. Podemos ejemplificarlas con el llamado Centro de Investigaciones Históricas “José María Arboleda Llorente”, una dependencia adscrita a la Facultad de Ciencias Humanas y Sociales de la Universidad del Cauca, en la ciudad de Popayán (Cauca). Este centro fue constituido como tal en el año de 1970, con base en los documentos del Archivo Central del Cauca y, entre otros fondos, al lado de los producidos por el Cabildo, Justicia y Regimiento de la ciudad de Popayán, conserva también los derivados de la que fue su Gobernación colonial.


Como investigadores, muchas veces, cuando consultamos estos fondos no reparamos en la vida de los propios documentos que los conforman. Nos detenemos exclusivamente en la información que nos ofrecen según sean nuestros intereses investigativos, sin llegar a comprender el contexto global y administrativo que les dio origen. Obtenemos una información útil pero parcial que olvida la historia institucional y los procesos burocráticos por los que los documentos pasan, desde su génesis documental hasta la recepción por parte de los destinatarios y la conservación en sus correspondientes archivos. Hay una serie de elementos internos y externos inherentes a los documentos que es necesario conocer para comprender en su totalidad el contexto histórico que los origina: instituciones creadoras y receptoras, cargos y personajes implicados; tipología, tradición y forma documental; motivaciones y dispositivos de contenido; fórmulas protocolarias, cláusulas de sanción y corroboración; elementos de validación; signos tipográficos.


Para quienes todavía no son investigadores profesionales y se encuentran en un periodo de formación para serlo, los Archivos Históricos son un laboratorio idóneo para aprender a enfrentarse con sus documentos, para aprender a dialogar con ellos y poder interpretarlos. Las páginas que siguen, divididas en seis capítulos, quieren acercarnos a estos archivos desde una doble perspectiva. Una diacrónica, en cuanto se centra en el funcionamiento institucional del Cabildo, Justicia y Regimiento, en los orígenes y evolución histórica de su Archivo, en sus escribanos como figura principal de la producción y custodia de los registros documentales, en el análisis diplomático de dos de sus emblemáticas tipologías: una que producían (las Actas capitulares) y otra que recibían (las Reales provisiones); y en los procesos e instrumentos de descripción documental que dicha institución ponía en práctica. Y otra sincrónica, en cuanto ofrece criterios archivísticos que posibilitan la organización actual de los fondos documentales que un día pertenecieron a los Cabildos coloniales y ahora forman parte de estos que denominamos Archivos Históricos; normalmente los fondos que podemos denominar de cabido, judicial y notarial.


El texto, en definitiva, conjuga una parte investigativa que orienta sus intereses hacia la historia archivística, con apartados que se dedican a la historia institucional, a la práctica paleográfica y diplomática y a la organización de fondos documentales, dentro de un formato que al mismo tiempo se presenta como ejercicio académico y como guía práctica para aquellos investigadores que se acerquen por primera vez a los “archivos históricos municipales”, y para los propios encargados de su gestión, a quienes se les ofrece un modelo de organización documental. Ambos, para la mejor comprensión de los registros que estos archivos custodian, no pueden excluir de sus saberes su contexto de creación institucional.


Cada capítulo lleva su propia introducción y por ello no creemos conveniente alargarnos en ésta que sólo pretende presentar panorámicamente el contenido de la obra. La Paleografía, la Diplomática y la Archivística son tres ciencias documentales íntimamente ligadas a la Historia que desde sus propios marcos conceptuales y metodológicos apoyan la interpretación de los textos desde los aspectos escriturarios relacionados a su producción, difusión, uso y conservación, cualquiera que sea su cronología, tipología documental o soporte material; ayudan al mismo tiempo a desentrañar la relación que existe entre las estrategias materiales de los documentos y las apropiaciones prácticas y simbólicas que hacemos de ellos. Son todas ellas disciplinas que se dan cita aquí para intentar entender mejor y de manera didáctica el funcionamiento del Archivo de las ciudades coloniales, el lugar institucional donde se custodiaba la documentación producida y recibida en el ejercicio de sus funciones por el Cabildo, Justicia y Regimiento.





CAPÍTULO 1



EL ARCHIVO DEL CABILDO COLONIAL ANTECEDENTES HISTÓRICOS


INTRODUCCIÓN


El registro de la memoria a través de la creación y la formación del archivo, constituido éste por la sedimentación documental, natural y espontánea del desarrollo de cualquier actividad de gestión, se origina con el nacimiento de los primeros grupos sociales, en época prehistórica, incluso antes de la invención de la escritura1. Antes, matizaríamos con Jack Goody, que la invención de un “sistema completo de escritura”. Goody, junto a otros estudiosos de la cultura escrita, considera que, en sociedades antiguas, el uso “no textual” de la escritura, “no sintáctico” o “descontextualizado” (en términos de la estructura de la oración), materializado en listas de varias clases que conllevaban el mantenimiento de archivos, afectó a distintas áreas de la comunicación, pero dominó los usos administrativos. Y la “administración”, es decir, “la contabilidad”, nos dice, “tiene primacía en el origen de la escritura, esto es, el tipo de administración que caracteriza el estado burocrático complejo”2.


Precisamente sería este “estado burocrático complejo”, con el Descubrimiento de América y durante tres siglos, el que soportaría la relación entre instituciones civiles, militares y religiosas de la metrópoli y las instituciones, todas ellas con sus respectivos archivos, que se iban creando en el Nuevo Mundo, donde la creación de los cabildos municipales fueron decisivos para su formación. Un estado centralista que con un sólido sistema administrativo y jurídico, tendría en el documento legal el medio de enlazar el Viejo Mundo con el Nuevo y, por tanto, perpetuar su dominio.


Durante trescientos años, la historia de los archivos municipales o de cabildo en España y América, compartirá características comunes. Así como se exportaron a las Indias métodos de construcción o sistemas de explotación agrícola y ganadera basados en la práctica cotidiana y en la experiencia acumulada, también se llevaron las prácticas de la escritura del quehacer burocrático cotidiano. La racionalización administrativa puesta en marcha en el siglo XVI español, tuvo en América un cauce de expresión inmejorable3. Como tantos otros autores, volvamos a repetir aquí las palabras de Vicenta Cortés Alonso: “España lleva a América todas sus instituciones, tal cual existían en la metrópoli. La herencia medieval de registrar todos los actos públicos y privados en documentos pertinentes, sigue prosperando en el continente nuevamente descubierto y, al igual que en la Península e Islas adyacentes, los hispanos redactaron peticiones, memoriales, testamentos, cartas, ventas, pesquisas, probanzas con el mismo interés”4.


Es significativo, por tanto, además de que la historia de los archivos suele ser una parcela olvidada de la Archivística, hacer una breve trayectoria histórica de estos archivos municipales como depositarios de unos conjuntos documentales producidos en el ejercicio de las funciones cotidianas de los cabildos o ayuntamientos. La ciudad, una vez fundada y constituida con una determinada jurisdicción y vecinos, utiliza la escritura de su archivo para relacionarse con sus iguales (las otras ciudades), en defensa de los intereses comunes (peticiones, ordenanzas) o de los intereses propios (pleitos), a la vez que mantiene una constante relación con las autoridades civiles superiores y eclesiásticas, de las que espera concesiones (provisiones, privilegios) y a las que ofrece servicios (recursos, hombres).


ORÍGENES DE LOS ARCHIVOS DE CABILDO


Los pueblos prerromanos de la Península Ibérica


Al momento de la llegada de los romanos a la Península Ibérica (segunda década del siglo III a.C.), existían en ella diversos pueblos, que podían agruparse en dos grandes áreas histórico-culturales: la indoeuropea y la ibérica5. Entre los pueblos íberos se distinguen una lengua tartésico-occidental, una lengua ibérico-meridional y una lengua ibérico-septentrional con influencias jónicas y fenicias, pero estas influencias (celta, griega, fenicia o cartaginesa) no parecen imponer sus administraciones en las sociedades ibéricas y más bien parecen pueblos que negocian y comercian por igual con las culturas indígenas de la Península6. Se conoce la existencia de diversos documentos epigráficos denominados “tesseras”, documentos portátiles de bronce o plata que tenían formas figuradas de animales (osos, caballos, jabalíes, delfines), o formas geométricas, o manos entrelazadas y algunas de ellas estaban escritas en lengua ibérica y celtibérica y otras en latín, cuyas fechas se sitúan entre el siglo II a C. y el siglo I d.C. Igualmente es conocido el elevado nivel cultural de los tartessos, comparable al de sus contemporáneos griegos, entre cuyas manifestaciones destacó su singular alfabeto propio. Estrabón (63/64 a. de C.-24/25 d. de C.), en su Geografía, habla de unas sociedades con lenguas escritas y documentos administrativos públicos y privados y, refiriéndose a los turdetanos y túrdulos (descendientes de los tartessos), escribía que tenían fama de ser los más cultos de los iberos y memorizaban crónicas históricas, poemas y leyes versificadas muy antiguas7.


A partir de los hallazgos arqueológicos de los bronces de Botorrita que aparecieron en una habitación de las estructuras urbanas de Cabezo de las Minas (Zaragoza), Alfonso Dávila, comparando la mala conservación que había sufrido la escritura de un fragmento de bronce que había permanecido en el exterior de la habitación con otro mejor conservado que sí había permanecido dentro de ella, se pregunta si es posible hablar del “primer indicio de un archivo de la administración celtibérica”8. Pero dentro de cada una de estas áreas (la indoeuropea y la ibérica) existía una pluralidad de pueblos con manifestaciones culturales más o menos semejantes, sólo testimoniadas a través de la arqueología y las obras de autores griegos y romanos, que no constituían ninguna unidad política territorial.



La romanización


El origen de los gobiernos municipales y, en consecuencia, el origen de sus archivos en la Península Ibérica coincide con el dominio romano (s. III a.C.-s.V d.C.). Como en el resto de las provincias del Imperio, su intensa actividad económica y administrativa exigía la creación de archivos en los gobiernos municipales, práctica municipal inspirada, como en otros aspectos institucionales, en los modelos estatales.


Según principios administrativos y jurídicos bien definidos, la civilización romana trae consigo los sistemas de organización interna de las colonias y municipios, creando unas nuevas relaciones sociales y estructuras políticas. Las ciudades o localidades indígenas eran incorporadas a la influencia romana mediante un estatuto jurídico particular, definido por las condiciones en las que hacían la paz con Roma, y en dicho estatuto se consignaba el marco jurídico de sus relaciones recíprocas. De esta manera podían ser ciudades federadas, libres, estipendiarias o dediticias. La determinación de su situación jurídica, no afectaba su organización propia, pues la ciudad se mantenía conforme a su estructura interna, sin embargo, la política romana tendía a difundir su modelo urbano de vida, representado por el municipio al cual se pretendía que progresivamente se adecuaran las localidades indígenas9.


El municipio (munus-capere) era una ciudad de tipo romano organizada a imagen de la Roma republicana y en él había magistraturas, una curia (senado) y una asamblea municipal (comicios). Los magistrados mayores del municipio eran los duoviri, elegidos anualmente por la asamblea municipal, podían convocar a la curia y fiscalizaban a actuación de los quaestores (encargados de la recaudación y administración de la hacienda local). Se encontraban también los aediles (magistrados menores) y los apparitores (diversos subalternos). La curia u ordo decurionum, hacía las veces del Senado en el municipio. Sus miembros eran los decuriones, vitalicios, generalmente aristócratas locales y de número variable en las diversas ciudades, normalmente cercano a la centena. La asamblea municipal se dividía por tribus y su principal competencia consistía en la elección de los magistrados.


En el intento de asimilar a los indígenas a la vida civil (civitas), Roma actuó gradualmente. Sólo cuando una ciudad indígena se encontraba lo suficientemente romanizada en el plano cultural, o como privilegio por su fidelidad o adhesión, le otorgaba la posibilidad de convertirse en un municipio latino y, sólo posteriormente podía alcanzar la calidad de municipio romano. La ciudad convertida en municipio recibía una lex municipal que fijaba su organización. Existió un modelo de ley municipal que era otorgado a cada ciudad con la variantes o modificaciones exigidas por las particularidades propias del asentamiento.


No se han conservado los archivos de estas comunidades, pero conocemos relativamente bien el funcionamiento de las mismas gracias, sobre todo, a la conservación parcial de algunos estatutos locales por los que se guiaron algunas de ellas. Los principales testimonios han sido aportados por la antigua provincia denominada Bética. A las conocidas leges municipales de Salpensa [Hacialcázar] y Malaca [Málaga], época flavia, y a la que tuvo la colonia de Urso [Osuna], creada por César, se sumó la publicación del estatuto del Irni, un pequeño municipio flavio10. Esta documentación, más otra de carácter epigráfico, la legislación imperial o las fuentes literarias y numismáticas, nos permiten comprobar cuál era la dinámica municipal de las ciudades occidentales del Imperio Romano: competencias de las magistraturas con poder ejecutivo, poderes y funcionamiento de la curia o senado municipal, los comicios para elegir cargos, la organización del sistema judicial, las obras públicas, festividades religiosas, finanzas comunales, espectáculos públicos, etc.


Las ciudades contaban con personal burocrático a las órdenes de los magistrados y curia, que estaba dedicado a redactar, organizar y custodiar la documentación generada por sus actividades administrativas. El escriba público, un funcionario mezcla de escribano, archivero y notario, sería la figura encargada de ello11. La propia existencia del archivo testimoniaba la soberanía y capacidad gestora de las autoridades locales o municipales. El registro de los expedientes municipales (documentación de control administrativo, legislativa o financiera) obedeció a exigencias prácticas y era necesario para cualquier futura referencia, podía servir como prueba y constatación oficial de antecedentes. En el estatuto de Urso (44 a. C.), la expresión tabulae publicae denominaba genéricamente al archivo de la colonia, como vemos también en uno de los Decreta Pisana del 4 d. C., pero también en la ley municipal de Irni se habla de las tabulae communes municipum eius municipii en el mismo sentido. En cualquier caso, la voz tabulae indica cuál era el principal tipo de soporte material que se utilizaba para conservar los documentos locales: las tabulae ceratae (tablillas enceradas), de ahí que se empleara comúnmente la palabra tabularium con el significado de archivo, aunque como soporte podía utilizarse igualmente el papiro12.


Como personal competente del tabularium o archivo, el Magistrado era el encargado de su custodia y la dirección del personal que en él trabajaba: el Tabularius, el archivista encargado del ordenamiento y depósito de los registros; y los Adiutores, ayudantes de archivo13. Y entre la documentación que debía custodiar el tabularium, donde se hacen notar las similitudes con la documentación actual, podíamos encontrar: los decretos y actas de la curia, registros financieros que tienen que ver con la contabilidad del erario público (registros de multas, libros de caja, registros de sueldos, préstamos, arrendamientos, de manumisiones, etc.), registros de las propiedades inmobiliarias rústicas y urbanas (catastros), listas de ciudadanos (padrones y censos), juramentos de magistrados y escribas (expedientes de nombramiento y juramento de cargos), documentación de los comitia (las elecciones anuales), relaciones de decuriones, de magistrados municipales, de personal auxiliar; documentos concernientes a las relaciones exteriores de las ciudades (las tablas de hospitium y patronatus), calendarios de días festivos e inhábiles para actividades oficiales, y documentación de actividades judiciales14.


El dominio visigodo


El dominio visigodo (s. V-VIII) implantó un nuevo Estado basado en una monarquía fuertemente respaldada por la Iglesia a través de sus concilios. Según Rosana de Andrés15, la administración del Estado hispano-visigodo, la organización de sus instituciones político-administrativas, se apoyó en la doble tradición romana y germánica. La máxima dirección de la administración pública correspondía al rey. Él nombraba a los delegados que actuaban en su nombre en todos los territorios que formaban el reino con la colaboración de organismos reales como el Oficio Palatino, el principal. El Oficio Palatino era el núcleo del Consejo del rey o Aula Regia y estaba constituido por la Casa o Corte real, con los grandes o maiores palatii, jefes de los diferentes servicios del palacio, y con los minoris palatii, los oficiales subalternos. Estos servicios eran dirigidos por distintos comites que tenían a su cargo los oficios de la Casa del rey (Ej.: conde de los camareros de palacio, conde de la mesa real) y los oficios públicos como el conde del patrimonio o el conde de los notarios (comes notariorum), réplica del “magister officiorum” romano y quien tenía la potestad de hacer copias auténticas de las leyes. Era elegido libremente por el rey y estos condes se seleccionaron entre personas de toda clase y condición. Los subordinados del conde de los notarios, escribas de palacio, eran libertos o siervos del rey y entre ellos debió haber cierta jerarquización16.


Desde que Roma cede Hispania a los visigodos en el año 475 y al rey Teodorico IV se le otorga la prefectura de las Galias, trasladando su capital a Tolosa, donde instaló la administración del tesoro, que incluía la administración de Hispania, el interés principal del gobierno visigodo será el de gestionar las finanzas públicas; bajo la inspección del rey, administrar los thesauri u oficinas del tesoro que mantenían los costes económicos de las guerras y contribuían al sostenimiento del Imperio romano de Occidente en sus distintas prefecturas. Después de sucesivas acciones de guerra con los grupos invasores de suevos, vándalos y alanos, la victoria visigoda muestra en el siglo VI que, ya desaparecidos los tabularia o archivos administrativos romanos y frente a la organización de las diócesis cristianas con sus archivos episcopales y parroquiales, la Oficina del Tesoro conservará, además del caudal económico, los registros contables de la administración pública y los registros fiscales de impuestos directos y de aduanas, básicos para la gobernabilidad de los territorios17.


La Administración territorial del Estado hispano-godo, aun con elementos de la organización germánica, tomó las bases de la organización de las antiguas provincias hispánicas del Bajo Imperio romano. Los grandes distritos administrativos (ducatus) controlados por los visigodos estaban a cargo de jefes militares llamados duces o de funcionarios con el título de comes o condes. En cuanto a la administración municipal, el aumento de latifundios privados hizo que la curia municipal perdiera la administración de grandes territorios de las provincias y su estatus como centros de una unidad administrativa territorial. Así, se puso al cargo de las ciudades a un nuevo funcionario, el judex o también comes civitatis, con funciones judiciales, financieras y militares, pero sometido a la inspección del duce de la provincia. Aun así, existían aldeas o vicos libres de la dependencia señorial y con una organización local rudimentaria basada en la asamblea pública de los vecinos. En general, la Administración de los Estados hispanocristianos de la España medieval, ofrece unos rasgos comunes derivados de la organización administrativa visigoda: el rey como jefe supremo y el conde como director de todos los órganos y oficiales de la administración territorial, tanto de la administración central, como de la local, desde que los núcleos de población urbanos empezaron a constituirse, a partir del siglo XI, en Concejos o Municipios y las grandes propiedades territoriales o señoríos quedaron sustraídas a la acción directa de la Administración pública18.


La monarquía visigoda impuso una estructura institucional basada en la autenticidad del documento escrito y el establecimiento de una codificación legislativa (el Liber Iudicum) que lo respaldaba. La conservación de documentos hispano-visigodos es escasa y algunos motivos de su desaparición son los del inevitable paso del tiempo, las persecuciones religiosas en la época de Leovigildo, la anulación de documentos redactados según la legislación derogada por Recesvinto y la invasión musulmana. Según noticias de la historiografía visigoda, existieron depósitos documentales bajo diferentes denominaciones: scrinium, archa, thesaurus. Destacaba el archivo real, custodiado por un oficial palatino, el “comes Thesaurorum”, y dado el carácter itinerante de las cortes, los traslados de su documentación suponían pérdidas y dispersión de la misma, acumulándose en distintos centros eclesiásticos. Desaparecida la monarquía visigoda, ya en la Alta Edad Media (siglos VIII-XI), los lugares de conservación de los documentos fueron las iglesias y los monasterios. Para el caso castellano-leonés, el archivo que cuenta con los fondos reales más antiguos es el de la Catedral de León, donde se conserva un palimpsesto del siglo VI y un diploma original en pergamino del rey Silo de Asturias del año 775 19.



La invasión musulmana


Amalarico (511-531) fue proclamado rey visigodo de las prefecturas de la Galia e Hispania, implantando su capital en Narbona. Expulsado por los francos en el 531, estableció su capital en Barcelona. La prefectura, reducida ya sólo a la diócesis de Hispania, pasó a denominarse “reino”, y Teudis, sucesor de Amalarico, ante las amenazas invasoras de los francos, fue trasladando la capital del reino a Toledo. Tras la ocupación de la Península por la invasión musulmana, llevada a cabo en dos fases entre los años 711 y 719 y mediante pactos con las noblezas locales visigodas que mayoritariamente aceptaron la nueva religión, pasando a ser conocidas como “dinastías arabizadas”, los archivos de la Oficina del Tesoro parecen continuar en Toledo como base del sistema fiscal de los mozárabes, nombre con el que pasó a designarse a los antiguos pobladores de Hispania. Tras la invasión, las crónicas de los Padres de la Iglesia presentan un panorama de normalidad en la Hispania musulmana, en cuyas ciudades continúan activas las instituciones de la Iglesia y los archivos o tesoros de las antiguas prefecturas romanas y visigodas: Mérida, Córdoba, Zaragoza y Barcelona20.


Las ciudades musulmanas, a pesar de su alto grado de desarrollo y de sus valiosos aportes culturales e institucionales a la cultura occidental, “no sobrevivieron a la conquista, ni en su organización, ni en sus archivos”21. Mencionando esta carencia de fuentes, especialmente la falta de “manuales para secretarios”, Ernest Posner también recuerda la dificultad de formarnos una imagen satisfactoria de los procesos de elaboración de registros y su organización en la España musulmana. No obstante, dice, podemos detectar varios rasgos que se mantienen en el Este: los documentos deben ser elaborados en estilo literario, deben estar cuidadosamente datados y enumerados y, bajo la pena de castigo, el pergamino y la tinta debían ser de buena calidad. Al igual que en Fátima-Egipto, la España musulmana también desarrolló un elaborado sistema de comunicación con una oficina de correo tradicional22.


Los epistolarios y manuales para secretarios y oficinas financieras pertenecen a la categoría de los tratados de estilo comúnmente englobados en la denominada “literatura insa”. Ellos han preservado los modelos documentales que eran utilizados y nos hablan de la organización de los llamados diwan, agencias gubernamentales, departamentos centrales o sectores administrativos, un sistema de gestión tomado de las instituciones persas y formalmente organizado por el Califa Omar (634-644). Los tres diwan más significativos fueron el de las finanzas, el del ejército y el de la cancillería, donde se elaboraba la correspondencia política y administrativa de los califas y emires. En cada uno de los diwan se situaba el al-katib (“el que escribe”), cuyo modelo procede de sirios, bizantinos y sasánidas. Conocedores de la lengua y escritura árabes, y de la teoría administrativa y legislativa, eran los encargados de la gestión burocrática y de sus archivos. Por otro lado, el juez o al-qadi, además de impartir justicia, desempeñaba también el oficio de notario y en sus archivos se encontraba la formalización de contratos, matrimonios, testamentos o transmisiones de propiedad. Como en el resto de la administración árabe, en los diwan, el papel, importado de China, fue el principal soporte documental utilizado, sin que faltara el papiro de Egipto, el pergamino y la tablilla de cera. En papel se elaboraban tipos documentales como la correspondencia, las actas oficiales, los catastros de tierras y demás posesiones y las relaciones de impuestos, que se custodiaban en grandes depósitos cuyo contenido no nos ha llegado23.


La formación y consolidación de los concejos medievales y sus archivos


El Municipio que los países hispánicos conocen en la actualidad nace en la Edad Media. La creación de los archivos municipales españoles coincide con la formación y consolidación de los concejos medievales en un periodo que va del siglo IX al XIII, como consecuencia del proceso de repoblación y reconquista iniciado tras la invasión musulmana24.


El 25 de mayo de 1085 Alfonso VI conquista Toledo con los archivos del tesoro visigodo de la diócesis de Hispania, el archivo del tesoro de la catedral de Toledo y los archivos de la administración musulmana. Como administrador del tesoro o archivo toledano impulsó una nueva forma de gobierno que quedó reflejada en las siguientes reglas25:


1. La sustitución del rito mozárabe por el romano y la unificación del culto cristiano para atraer a la nueva población introduciendo la Orden de Cluny.


2. La introducción de la escritura carolina en sustitución de la escritura visigótica.


3. El inicio de una política general de preservación de libros y documentos mediante copistas, transcriptores, traductores y especialistas que hiciera posible la perduración de los textos a las futuras generaciones.


A partir del siglo XII, el municipio ya era una entidad constituida de derecho público, con jurisdicción y autonomía, formada por el Concejo local y gobernada y administrada por sus propios magistrados y oficiales. Pero antes de ser acogidas por el derecho público, las ciudades europeas de la alta Edad Media no constituían un ente jurídico y, consideradas como tales sólo en su forma material, estuvieron sometidas al régimen político del Estado feudal, a la autoridad de un distrito o de un “Señorío”, fuese éste del Rey o de los “señores” o vasallos feudatarios.
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